PROYECTO DE DECLARACIÓN

        La Legislatura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires solicita a la Honorable Cámara de Diputados de la Nación el tratamiento y aprobación de los Proyectos de ley 1854-D-2008 y 1737-D-2009, que proponen la modificación del Código Civil a fin de asegurar el acceso a los derechos vinculados al matrimonio a las parejas conformadas por personas del mismo sexo para dar cumplimiento a las exigencias igualitarias contenidas en nuestro marco constitucional.

FUNDAMENTOS


Señor Vicepresidente 1º:

Dos proyectos de ley que proponen la modificación de los artículos 171, 172, 188, 206, 212 y 220 del Código Civil esperan dictamen de las Comisiones de Legislación General y Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia de la Cámara de Diputados de la Nación. Las modificaciones propuestas por las autoras de los proyectos - las diputadas Ibarra y Ausburguer- apuntan a permitir el acceso a los derechos vinculados al matrimonio a las parejas conformadas por personas del mismo sexo.

La conveniencia o no de garantizar derechos a través del status matrimonial de las y los ciudadanos es una cuestión que requiere un debate cuidadoso y una evaluación que considere la diversidad de casos posibles y el impacto de la política pública en situaciones diversas. Sin embargo, no dudamos en afirmar la importancia y la urgencia de promover la plena vigencia y el ejercicio universal de los derechos para todas las personas, sin distinciones basadas en sexo, género u orientación sexual, en concordancia con lo establecido por nuestro bloque constitucional y nuestra Constitución local. 

Por un lado, al estar impedidos/as de acogerse a la institución matrimonial, las y los ciudadanos que conforman parejas con personas de su mismo sexo ven obstaculizado su acceso a beneficios y derechos tales como ventajas tributarias, derechos de herencia y pensiones, privilegios testimoniales, beneficios en políticas migratorias, capacidad de decidir por otro en situaciones de imposibilidad, seguridad jurídica y social para sus hijas e hijos, entre otras. Por otro lado, también es relevante considerar los daños ocasionados por la falta de reconocimiento social de los vínculos afectivos que establecen las y los ciudadanos haciendo ejercicio de su libertad, fundamentalmente la invisibilidad, la indiferencia y la hostilidad que hacen ardua la vida cotidiana.  

Es vasta la tarea de modificación y de elaboración normativa pendiente para contrarrestar y reparar la discriminación de las personas cuyas prácticas y subjetividades se apartan de la normatividad heterosexual y las modificaciones propuestas constituyen un buen comienzo. Sobre la obligación estatal de revisar cuidadosamente el trato diferencial dispensado a ciudadanas y ciudadanos en el caso de los derechos derivados del matrimonio, el jurista Roberto Gargarella ha manifestado: "Me interesó afirmar fundamentalmente un punto, que considero central en la discusión. No hay ninguna razón para rogarle al Estado por la concesión de 'más derechos' apelando a su generosidad y tolerancia. Por el contrario, es el Estado el que debe dar explicaciones frente a todos los ciudadanos acerca de por qué es que trata peor a algunos individuos o grupos, cuando tiene la obligación de tratar a todos con igual consideración y respeto. El principio de trato igual es obligatorio para el Estado, en relación con personas revestidas de una igual dignidad moral, y cualquier desviación que quiera consagrar, a través de la letra de sus normas y/o en la práctica que promueve, debe ser considerada impermisible, a menos que tenga a su favor una justificación de peso extraordinario. Y hoy, el Estado está muy lejos de contar con algún buen argumento a su favor, para mantener una discriminación odiosa y jurídicamente insostenible" (Roberto Gargarella, "Como sujetos iguales", diario Página 12, Domingo 15 de noviembre de 2009).

Los proyectos 1854-D-2008 y 1737-D-2009 han generado resistencias por parte de diversos sectores que manifiestan que la transformación de las normas que regulan el matrimonio atentan contra la naturaleza supuestamente inmutable de esta institución y que su modificación violenta los valores trascendentes que nos definirían como sociedad. Sobre este punto me interesa señalar que  el reconocimiento de la pluralidad que nos constituye como comunidad no puede partir de estructuras y categorías descontextualizadas sino que requiere posibilitar y proteger  proyectos de vida diversos en el marco de la complejidad que caracteriza a las sociedades contemporáneas.

El matrimonio es un producto histórico que va modificándose como consecuencia de transformaciones en las relaciones y prácticas sociales, la Dra. Gabriela Seijas da cuenta de la evolución de este instituto en su fallo en la causa "Freyre Alejandro c/GCBA sobre Amparo (Art. 14 CCABA)": "… en Argentina la institución matrimonial se ha modificado sensiblemente a la luz de una serie de cambios sucedidos desde la organización nacional hasta nuestros días. Producida la independencia, poco y nada se hizo de positivo en la materia durante los primeros cincuenta años, sólo algunos tibios intentos de secularizar el instituto en la provincia de Buenos Aires, donde en el año 1824 se sometieron a los tribunales civiles las causas matrimoniales mediante ley que no llegó a aplicarse, dada la resistencia que suscitó. Los matrimonios entre católicos y quienes no lo fueran se veían seriamente dificultados. En 1867, durante la gobernación de Nicasio Oroño, se sancionó en la provincia de Santa Fe una ley que establecía el matrimonio civil. La reacción fue inmediata: fueron excomulgados Oroño y los legisladores que intervinieron, y la situación llegó al extremo de que el primero tuvo que abandonar el gobierno, fue disuelta la legislatura y sus reemplazantes derogaron la ley. Vélez Sársfield se abstuvo de introducir en su Código la secularización del matrimonio, que no se logró hasta 1888, con la sanción de la ley 2.393 (v. 'Código Civil y leyes complementarias', Augusto C. Belluscio [director], Eduardo A. Zannoni [coordinador], Ed. Astrea, Buenos Aires, 1988, t. 1, pág. 602). Lento también fue el camino hacia la igualdad entre los cónyuges. Sucesivas leyes fueron reduciendo las potestades maritales (v. gr. ley 11.357, 1926), aunque el hombre mantuvo la potestad de fijar el domicilio conyugal hasta 1987 (ley 23.515), y la administración de los bienes gananciales cuyo origen no podía determinarse hasta 2003 (ley 25.781). Antes de las primeras reformas, entonces, la mujer casada era una incapaz relativa y en su aspecto más benévolo la ley presumía la autorización del marido para que ejerciera alguna actividad profesional, o para comprar al contado. Originariamente nuestro Código Civil distinguía entre hijos legítimos e ilegítimos (naturales, adulterinos, incestuosos y sacrílegos). En este aspecto los cambios fueron muy significativos, pero especialmente lentos. La ley 2.393 suprimió la categoría de hijo sacrílego. Luego, en 1954 se sancionó la ley 14.367 que eliminó la discriminación pública y oficial contra los hijos de personas no unidas por el matrimonio, y, si bien dotó de los mismos derechos que a los hijos naturales a todos los hijos ilegítimos, éstas categorías recién desaparecieron tras la sanción de la ley 23.264 (1985). Asimismo, también fue esta ley la que desarticuló la distinción entre parientes legítimos e ilegítimos. Respecto a la patria potestad, sólo tras el advenimiento de aquélla ley y la 23.515 (1987), pudo ser compartida. A su vez, no siempre los cambios han tenido un origen estrictamente legislativo. Con diferente eficacia la justicia ha instaurado cambios que se han adelantado a lo que tiempo después la ley establecería (por ejemplo, la creación pretoriana de la acción de amparo). Sin duda, esto ha sucedido respecto al divorcio vincular. Sólo tras el fallo de la Corte Suprema en el caso “Sejean” (Fallos: 308:2268) la ley 23.515 estableció este significativo cambio en la regulación del matrimonio civil".
El interesante recorrido histórico que plantea la Dra. Seijas se encuentra en curso y esperamos que la inclusión de las parejas conformadas por personas del mismo sexo en la figura del matrimonio forme parte de este devenir. Asimismo, consideramos que las transformaciones de la institución matrimonial contribuyen a una tendencia social más amplia referida a la democratización de los vínculos familiares, que es un requisito ineludible de una sociedad solidaria y justa.

Por todo lo expuesto, solicito la aprobación del presente proyecto.
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